
















SEÑOR: 

JUZGADO CATORCE  DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 
SEGURIDAD DE  DE BOGOTÁ D.C., 
E.S.D  
 
 
N° DE PROCESO: 11001600001920180062500 
SENTENCIADOS: WALTHER DAVID SALGADO RAMIREZ  
DELITO: FABRICACIÓN, TRÁFICO Y PORTE DE ARMAS DE FUEGO O 
MUNICIONES. 
ASUNTO: RECURSO DE REPOSICIÓN EN SUBSIDIO DE APELACION. 
 
 
HENNYSSEN HELENA HERNANDEZ CARDONA, abogada identificada civil 
y profesionalmente como aparece al pie de mi firma y conocida en esta acción 
de estirpe constitucional como la representante judicial del sentenciado 
WALTHER DAVID SALGADO RAMIREZ, respetuosamente me permito 
interponer en términos de ley, recurso ordinario de reposición en subsidio de 
apelación  frente al AUTO REVOCA PRISIÓN DOMICILIARIA proferido por 
este juzgado de fecha 08/07/2022 y notificada el ocho (08) de agosto del 
presente año por vía de correo electrónico, me permito presentar los 
argumentos que sustentan el reparo al fallo de instancia frente a una situación 
de estricta legalidad planteada través de la cual  se revocó el beneficio de 
prisión domiciliaria a mi prohijado, en cuanto a la sanción impuesta por parte 
del juzgado al no atender a los eximentes de responsabilidad, lo cual vulnera 
derechos del procesado, y ello teniendo en cuenta la negativa , pues 
considera esta defensa respecto de la función de la pena, es necesario 
señalar que mi prohijado se encuentra disfrutando del sustituto de la prisión 
domiciliaria desde el 31 de enero del 2018, cumpliendo en su totalidad con 
las obligaciones adquiridas. 
 

DE LOS HECHOS. 

 

1.- En la sentencia proferida el 14 de agosto de 2022 por el Juzgado 37 Penal 
del Circuito con Funciones de Conocimiento de Bogotá D.C., se condenó a 
WALTHER DAVID SALGADO RAMIREZ a la pena principal de cincuenta  y 
cuatro (54) meses de prisión, y a las penas accesorias de inhabilitación para 
el ejercicio de derechos y funciones públicas y la privación del derecho a la 



tenencia y porte de armas de fuego por el mismo término, como cómplice  de 
fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones, negándole la 
suspensión condicional de la ejecución de la pena y concediéndole prisión 
domiciliaria.  

2.- mediante auto 20 de abril del dos mil veintidós (2.022) se dio traslado del 
artículo 477 de la Ley 906 de 2004, para que en el término de tres (3) días, el 
prenombrado y la defensa informaran y acreditara de manera fehaciente los 
motivos por los cuales incumplió las obligaciones impuestas a fin de disfrutar 
del sustituto de la prisión domiciliaria,  ordena correr traslado previsto en el 
artículo 477, se descorrió el mismo por parte de esta defensa. 

3.-  mediante auto de fecha ocho (8) de julio se pronuncia el despacho con 
referencia al incumplimiento del sentenciado WALTHER DAVID SALGADO 
RAMIREZ,  el cual fue notificado a esta defensa el día ocho (8) de agosto del 
año en curso.    

4.- el despacho no tuvo en cuenta que el sentenciado ya tiene la pena 
cumplida. 

 
 

Ahora bien La función de la pena está reglamentada en Colombia en el artículo 4° de la 

Ley 599 de 2000, por lo que es pertinente señalar que la función general es la de prevenir; 

situación que demuestra que no siempre la condena va a ser el encierro o privación de 

la libertad de un individuo, sino también el de auscultar mecanismos sustitutivos que 

puedan emerger como fuente resocializadora y rehabilitante; situación que demuestra 

que no siempre la condena va a ser la privación de la libertad de un individuo. 

 

Sobre el particular la Honorable Corte Constitucional instó a los jueces del país para que 

en adelante cumplan con las normas establecidas para conceder libertades a las 

personas privadas de la libertad y/o otorgamiento de mecanismos sustitutivos, indicando 

el alto tribunal que, si bien se es consciente sobre la conducta delictiva de una persona, 

ello no significa que la condena deba convertirse en un castigo permanente sin derecho 

a un mínimo beneficio, especialmente si la persona reúne los requisitos para ello.  

 



En el fallo se le recuerda al Estado que está en la obligación de procurar la función 

resocializadora de las personas condenadas a penas privativas de la libertad, señalando 

taxativamente: “Por lo tanto, la pena no ha sido pensada únicamente para lograr que la 

sociedad y la víctima castiguen al condenado y que con ello vean sus derechos 

restituidos, sino que responde a la finalidad constitucional de la resocialización como 

garantía de la dignidad humana”. 

 

Mi poderdante WALTHER DAVID SALGADO RAMIREZ se encuentra gozando del 

mecanismo sustitutivo de prisión domiciliaria desde el pasado 14 de agosto de 2018 y 

desde la precitada fecha ha cumplido cabalmente con las obligaciones que le asiste como 

penado. 

Durante el término que mi poderdante lleva gozando del beneficio de prisión domiciliaria, 

este ha cumplido con las obligaciones impuestas al momento de concedérsele el 

mecanismo sustitutivo de la prisión domiciliaria dentro del proceso de referencia, entre 

los cuales encontramos el de permanecer en su domicilio y no salir de el sin autorización 

por parte de su despacho, es de recalcar que el señor SALGADO RAMIREZ cumplía con 

las obligaciones impuestas al otorgamiento de este beneficio, las cuales encontramos 

establecidas en el  artículo 38 de la Ley 599 de 2000, modificado por la ley 1709 del 2014, 

articulo 22, cabe recordar a su honorable despacho que el condenado solicito permiso 

para poder salir de su domicilio y  asistir a citas médicas, esto demostrando el interés de 

cumplir  su condena y con las obligaciones que fueron impuestas para acceder a este 

beneficio frente a la administración de justicia,  

Obviamente al otorgarse un beneficio por parte de la autoridad competente ampliando el 

espectro de la libertad, el Estado se encuentra obligado a desplegar las conductas 

necesarias para cumplir inmediatamente con dicha orden, queda como interrogante, ya 

que mi poderdante quien goza del beneficio sustitutivo de prisión domiciliaria, debe 

asumir la carga que se deriva por la falta de implementación de políticas públicas en 

materia carcelaria, no se le puede endilgar una mala conducta a mi poderdante, en razón 

a que  como lo manifiesta en este escrito y es notorio para el operador jurídico, este 

cumplió con sus obligaciones se debe tener en cuenta que la conducta es desplegada el 



12 de diciembre del año 2020 y el traslado se realiza el 8 de julio del año 2022, es así 

que el hecho se encuentra superado, por el pasar del tiempo. 
Cabe también mencionar y me permitiré citar la sentencia C – 289/12 donde la corte 

nos recuerda que:  

La presunción de inocencia es una garantía integrante del derecho fundamental al 

debido proceso reconocida en el artículo 29 de la Constitución, al tenor del cual “toda 

persona se presume inocente mientras no se le haya declarado judicialmente 

culpable”. Los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por 

Colombia –que hacen parte del bloque de constitucionalidad en virtud del artículo 93 

de la Constitución- contienen dicha garantía en términos similares. Así, la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos establece en su artículo 8 que “toda persona 

inculpada del delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se 

establezca legalmente su culpabilidad”. Y, a su turno, el artículo 14.2 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos prescribe que “toda persona acusada de 

un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su 

culpabilidad conforme a la ley”. Como se deriva de las normas transcritas, la 

presunción de inocencia acompaña a la persona investigada por un delito “hasta el 

fallo o veredicto definitivo y firme de culpabilidad. 

Además la honorable corte nos recuerda en esta que una persona detenida sigue 

gozando de la presunción de inocencia así permanezca a disposición de la 

administración de justicia y esta permanecerá hasta que el juez competente llegue a 

concluir la existencia de responsabilidad penal por parte del indiciado al interior de un 

proceso, esto quiere decir que aquel privado de la libertad es detenido de una manera 

preventiva pero esto no implica que sea culpable de los presuntos penales de los 

cuales se le acusa y por consiguiente se le debe seguir tratando como una persona 

inocente en todos los ámbitos pues el hecho de que exista en su contra una medida 

de aseguramiento privativa de la libertad no equivale de ningún modo a una condena. 

Además, es la misma Corte Constitucional en sentencia T 388 de 2013:  

 

“al revisar una acción de tutela sobre hacinamiento carcelario, dejo sentado que el 

hacinamiento aumenta los riesgos a la salud, las posibilidades de afecciones y contagios, 

como es el caso que nos ocupa con el Covid 19, la probabilidad de que no haya 



suficientes médicos para atender a las personas o para que haya mayores restricciones 

para acceder a los bienes y dotación básica para la subsistencia. Mayor riesgo de 

conflictos violentos, menos capacidad de la Guardia para evitarlos; por mencionar solo 

algunos de los principales factores de violación y amenaza a los derechos fundamentales 

que se agudizan con el hacinamiento.” 
 

El ordenamiento jurídico colombiano de forma armónica con el contexto normativo 

internacional en materia de derechos humanos y con la regulación comparada en material 

sustancial penal, establece como uno de los fines de la pena la reinserción social del 

condenado, en el entendido que su efectiva implementación deberá facilitar la integración 

del condenado al entorno productivo de la sociedad, a través de programas educativos, 

recreativos y laborales. 

 

 
1.1. RESPECTO AL PRINCIPIO DE BUENA FE 

Para la defensa es claro señalar que se ha vulnerado el principio de buena fe 
que reposa en la Constitución Política en su ART 83, que señala 
expresamente ‘’Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán 
ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos 
adelanten ante éstas. ‘’, Por tanto no se le brindo el beneficio de la duda y que 
pesa haberse demostrado  que no  salió de su residencia en la fecha señalada 
por su honorable despacho esto es 12 de diciembre del 2020 esto quiere decir 
no hay una prueba sumaria frente al notificador para esta fecha y se debe 
tener como hecho superado en virtud que trascurrido 2 años no se ha 
realizado el traslado y el mismo se materializa  septiembre  del año en curso.   

 

1.2. DE LA DUDA RAZONABLE (PRINCIPIO DE IN DUBIO PRO 
REO) 

 

Con base en lo anteriormente expuesto para esta defensa, es claro que el 
administrador de justicia aplicando el principio de buena fe y que con las 
pruebas, hechos aportados y demostrados anteriormente el administrador de 
justicia debió considerar que en virtud de un juicio justo y debido proceso mi 
prohijado deberá ser vencido en juicio oral y mientras la instancia procesal 



llega es evidente gracias al principio de buena fe y  a los hechos, existe una 
duda razonable que como bien a manifestado reiteradamente la corte en su 
jurisprudencia  “en caso de duda, resuélvase en favor del investigado”. 
 

DE LA APELACIÒN: 

 

PRIMERO.  

QUE SE REVOQUE EL NUMERAL PRIMERO DE LA PARTE RESOLUTIVA  

Atendiendo a los fundamentos antes mencionados se solicita que se revoque 
el numeral primero del auto proferido El dos (8) de julio de dos mil veintidós 
(2.022) donde: “PRIMERO. Revocar el sustituto de la prisión domiciliaria a 
Walter David salgado Ramírez,  por las razones expuestas” 

 

SEGUNDO  

Que se otorgue la pena cumplida al señor Walter David salgado Ramírez en 
virtud que el día 31 de julio del presente año ya cumplió la pena.   

Atentamente,  

 

 

 

Hennyssen helena Hernandez Cardona 
C.C. No. 1.013.635.783 
T.P 278.859 del C. S. de la J. 
Av. Jiménez #10-58 Ofic 414 
e-mail: hennyssen4@gmail.com 
 

 

 


